

		
			[image: portada]
		


	


Giandomenico Majone (1932)

 

es doctor en estadística por la Universidad de California en Berkeley, profesor emérito en el Instituto Universitario Europeo en Florencia y consejero de la Unión Europea. Cuenta con una larga trayectoria de investigación en áreas enfocadas al análisis de políticas públicas, la toma de decisiones y la teoría de la regulación económica y social. Entre sus publicaciones destacan Regulating Europe (1996) y The European Community as a Regulatory State (1995).







    SECCIÓN DE OBRAS
DE ADMINISTRACIÓN PÚBLICA


    Serie
NUEVAS LECTURAS DE POLÍTICA Y GOBIERNO


    Coordinada por
Mauricio Merino


    Evidencia, argumentación y persuasión
en la formulación de políticas

  



 

 

Traducción de
EDUARDO L. SUÁREZ

Revisión técnica de
ADOLFO DERAS QUIÑONES





    GIANDOMENICO MAJONE


    Evidencia, argumentación y persuasión
en la formulación de políticas


    Estudio introductorio de
LUIS F. AGUILAR VILLANUEVA

   
    
      [image: Fondo de Cultura Económica]
  

  

  
     Primera edición en inglés, 1989

     Primera edición en español, 1997

        Tercera reimpresión, 2014

     Primera edición electrónica, 2014

     
     © 1989, Yale University Press

     Título original: Evidence, Argument & Persuasion in the Policy Process


     D. R. © 1997, Fondo de Cultura Económica

     Carretera Picacho-Ajusco, 227; 14738 México, D. F.

     Empresa certificada ISO 9001:2008


     [image: www.fondodeculturaeconomica.com]


     Comentarios:

     editorial@fondodeculturaeconomica.com

     Tel. (55) 5227-4672


     Se prohíbe la reproducción total o parcial de esta obra, sea cual fuere el medio. Todos los contenidos que se incluyen tales como características tipográficas y de diagramación, textos, gráficos, logotipos, iconos, imágenes, etc., son propiedad exclusiva del Fondo de Cultura Económica y están protegidos por las leyes mexicanas e internacionales del copyright o derecho de autor.


     ISBN 978-607-16-2204-4 (ePub)


     Hecho en México - Made in Mexico



A ELEONORE, ANDREA y GIORGIO,
conocedores de todo lo que hay que saber
acerca del arte de la persuasión





PREFACIO

Hace más de un decenio empecé a trabajar en las ideas que me llevaron a escribir este libro. En ese tiempo, muchos colegas pensaban que la noción de que la retórica, el antiguo arte del discurso persuasivo, tuviera algo que ver con el análisis profesional de las políticas era no sólo forzada, sino también peligrosa. Temían que, si se llegaba a considerar a los analistas como técnicos encargados de justificar las preferencias de los gobernantes, se pondría en peligro el prestigio de su trabajo como una disciplina académica y se minarían los esfuerzos que entonces se hacían para introducir la racionalidad y la eficiencia en el confuso mundo de la elaboración de políticas.

Por supuesto, no era tal mi propósito. Como estadístico bayesiano, pensaba que el intento de ampliar el campo del análisis de las políticas, para incluir en él prácticas tan comunes como las de la persuasión, la racionalización y la defensa —de modo que quedaran bajo control racional—, era algo similar a los esfuerzos de los estudiosos de la probabilidad subjetiva para extender el campo de aplicación del razonamiento estadístico y probabilístico más allá de su campo habitual de los eventos repetitivos y los fenómenos masivos.

La polémica —en ocasiones áspera— entre los estadísticos bayesianos y los tradicionales no debería oscurecer el hecho de que la teoría clásica se complementa —en vez de verse refutada— con los nuevos avances basados en los conceptos de la utilidad y la probabilidad subjetiva. Del mismo modo, cuando tratamos de reconstruir el análisis de políticas sobre la base de las categorías retóricas —considerar al analista como un productor de argumentos, capaz de distinguir entre la buena y la mala retórica, y no como un “manipulador de cifras”— no estamos negando la utilidad de las habilidades analíticas tradicionales. La modelación, la programación matemática, la simulación, el análisis de costo-beneficio y el análisis de decisiones siempre serán herramientas importantes. Pero si el análisis de las políticas sólo se limita a encontrar una política buena o satisfactoria y no se asegura de que en efecto se implante y aplique tal política, aquellas herramientas tradicionales resultarán insuficientes. El analista deberá tener también ciertas habilidades retóricas y dialécticas: las de definir un problema desde diversos puntos de vista, elaborar un argumento a partir de muchas fuentes diferentes, adaptar el argumento al auditorio y educar a la opinión pública.

La tradición centenaria de las disciplinas humanistas, desde la historia y la crítica literaria hasta la filosofía moral y el derecho, demuestra que las habilidades de la argumentación pueden ser enseñadas y aprendidas. Así pues, si se descuida la crucial función argumentativa del análisis de políticas en las facultades y escuelas de administración pública, se debe menos a una carencia de modelos adecuados que a la existencia de concepciones gravemente erradas acerca del papel de la razón en los asuntos humanos y de la naturaleza del “método científico”. Si los matemáticos reconocen que su ciencia no es la antítesis de la retórica, y que aun puede ser a veces retórica, así como la retórica puede ser a veces matemática, como lo sostienen Philip J. Davis y Reuben Hersh en Descartes’ Dream, no debieran ser los analistas de políticas quienes libren la última batalla del positivismo.

El hecho de que la redacción de este libro haya sido a menudo interrumpida por otros compromisos resultó ser una bendición disfrazada, pues me dio la oportunidad de intercambiar ideas con numerosos colegas y académicos de diversas instituciones en ambos lados del Atlántico: el Instituto Internacional para el Análisis Aplicado de Sistemas de Laxenburg, Austria; el Centro de Investigación Interdisciplinaria de la Universidad de Bielefeld; el Wissenschaftszentrum de Berlín; la Fundación Russel Sage de Nueva York; la Institución para Estudios Sociales y Políticos de la Universidad de Yale; la Escuela de Gobierno John F. Kennedy de la Universidad de Harvard, y el Instituto de la Universidad Europea de Florencia.

No puedo enlistar aquí a todos los colegas y discípulos cuyos comentarios mejoraron en mucho el borrador original, pero quisiera mencionar por lo menos a Michael Barzelay, Tom Burns, William C. Clark, Robert Lane, Charles Lindblom, Theodore Marmor, Hugh Miser, Mark Moore, Richard Nelson, Richard Neustadt, E. S. Quade, Jerry Ravetz, Robert Reich y Aaron Wildavsky, a quienes agradezco su atención crítica y continuo apoyo. Su interés fue extraordinariamente intenso en algunos casos, lo que reconozco en forma particular.

También quiero expresar mi gratitud a Marlies van Hoof y Marie-Ange Catotti, secretarias del Departamento de Ciencias Políticas y Sociales del Instituto de la Universidad Europea, por su hábil mecanografía y otros auxilios en la preparación del manuscrito para su publicación.





INTRODUCCIÓN

LUIS. F. AGUILAR

Uno de los rasgos comunes de las administraciones públicas, ha sido su inclinación a monopolizar el cumplimiento de las funciones públicas del Estado y a afirmarse como el cuerpo de expertos en asuntos públicos, que sabe tomar prudente distancia y mantener un cuidadoso escepticismo profesional frente a las varias demandas, quejas y reclamaciones de los grupos sociales, ora razonables ora acaloradas, pero cuya impaciencia casi nunca se acompaña con una visión de la complejidad estatal y de la escasez de recursos públicos, un planteamiento correcto de sus problemas y una justificación convincente de la validez de sus causas, opiniones y reclamos. La racionalidad legal-burocrática de la administración pública se yergue entonces como el valladar necesario ante la emocionalidad social que, dejada a sí misma, capturaría a las organizaciones y los dispositivos del Estado, con el efecto de volverlo inadministrable o ingobernable. En esta perspectiva de espíritu de cuerpo, los decisores y operadores expertos de la administración pública no tienen por qué ofrecer persuasivamente evidencias y argumentos acerca de lo necesario, útil y pertinente que es su actuación para la vida en común; son, más bien, los ciudadanos quienes deben persuadir a las autoridades y los administradores del Estado, con evidencias y argumentos, de que sus problemas son de carácter e interés público, que caen en el ámbito de las responsabilidades del Estado y merecen, en consecuencia, la atención del gobierno.

Esta posición tan familiar para viejos y nuevos hombres de la administración pública es desafiada por Giandomenico Majone en su libro Evidencia, argumentación y persuasión en la formulación de políticas; en contrapunto, busca demostrar que la decisión y la operación de gobierno, justamente para ser eficaces y eficientes tecnoeconómicamente, deben incorporar la capacidad de ofrecer buenas razones de sus actos de autoridad a los ciudadanos y a las organizaciones que integran el Estado. Para la buena gobernación y administración de la comunidad política se requiere no sólo una sólida conciencia jurídica, un conocimiento experto probado, destreza técnica y manejo directivo. Se exige sobre todo cultivar la costumbre republicana y democrática de comunicar al público, con evidencias y argumentos convincentes, las razones de por qué una determinada política prefiere ciertos fines, instrumentos y regulaciones; por qué una demanda social específica ha sido incluida o excluida de la agenda de gobierno; por qué un programa incorpora ciertos procedimientos y tiempos; por qué una organización pública se comporta de una cierta manera y no de otra con los ciudadanos. En la propuesta de Majone, que reivindica y acentúa la comunicación y persuasión como un componente esencial de la acción de gobernar y de la actuación de la administración pública, los dirigentes de gobierno y los administradores expertos, en vez de pretender aislarse infructuosamente en sus discusiones internas y decidir entre ellos los planes y programas, deben estar dispuestos a abrirse a la comunidad política y civil, a dar explicaciones, a ofrecer argumentos valorativos, a debatir y persuadir, a aprender y corregir. No hay nada más contradictorio a la naturaleza de la autoridad pública, la política pública y la administración pública que el secreto, la arbitrariedad injustificable, la oposición a toda forma de rendición de cuentas. En la república, gobernantes y gobernados tienen que hablar, probar y convencer sobre la validez de sus intereses, asuntos y acciones. En este diálogo permanente que ocurre en las cámaras, los medios y las organizaciones se perfila lo que llamamos interés público.

I

La reticencia de la administración pública convencional a debatir en público, ofrecer razones y rendir cuentas de sus actos es algo que se puede encontrar tanto en los regímenes autoritarios como en los democráticos. Obedece a varios supuestos muy arraigados en la conciencia de los teóricos y profesionales de la administración. Uno muy viejo y socorrido es la dicotomía entre política y administración: los políticos, sean líderes autoritarios o representantes populares electos, son quienes deciden los grandes objetivos y lineamientos del gobierno que encabezan; por tanto, son ellos acaso los que tienen que ofrecer pruebas convincentes a los ciudadanos acerca de la significación y utilidad pública de sus decisiones y políticas; en cambio, la función administrativa, de carácter técnico y subordinado, se concentra en identificar los instrumentos y procedimientos eficaces para hacer realidad los grandes compromisos y proyectos de los políticos gobernantes. La administración, como tal, sigue la lógica de la eficacia-eficiencia de la acción pública, no la de la comunicación persuasiva. El administrador público está tras bambalinas, no en el centro bajo los reflectores de la gran escena pública; trabaja con dedicación en sus oficinas, interactúa con el público, pero no es su trabajo dar la cara para justificar por qué tiene sentido y hay que hacer lo que hace. Hablar en público, explicar y convencer son componentes del glamour y la responsabilidad del oficio político. En situaciones límite, el espíritu de cuerpo burocrático puede llegar a volverse defensivo y sumarse al coro de las lamentaciones, afirmando que tanto el personal público como los ciudadanos son víctimas de las decisiones equivocadas de los políticos, ya que éstos no prestaron oídos a su asesoría técnica, relegaron las recomendaciones de su experiencia profesional o prefirieron demagógicamente la popularidad a la eficacia del gobierno.

En conexión con el anterior, hay otro supuesto en la conciencia teórica y profesional de la administración pública que, aun en los regímenes democráticos más consolidados, establece una clara distinción entre democracia y burocracia, al subrayar que la eficacia-eficiencia en la conducción del Estado es un valor tan necesario como alternativo y complementario al de la representación y participación política. Pobre significado tendría vivir asociadamente bajo la forma de Estado obedeciendo normas generales externas y cumpliendo obligaciones fiscales, así como amargo sería el encanto democrático de elegir las autoridades de nuestra preferencia y someterlas a controles rigurosos si no se pudiera asegurar el cumplimiento efectivo de las funciones del Estado ni llevar a cabo los programas del gobierno en turno, electo para ser cabeza de la conducción del Estado. Lograr la eficacia-eficiencia es la tarea y el efecto del cuerpo de administradores públicos conocedores, expertos y aplicados, no el resultado democrático de acuerdos interpartidarios, equilibrios entre los intereses organizados, reglas de mayoría o participación de ciudadanos tan empeñosos y reclamantes como aficionados. La eficacia de un gobierno es un asunto de conocimiento especializado, de organización adecuada del trabajo público, de dirección diestra de las dependencias públicas y de procesos administrativos bien diseñados y cortados a la medida de las funciones públicas que deben desarrollarse y de los problemas públicos que deben resolverse.

La democracia puede contribuir a definir más libre y colectivamente cuáles son las necesidades y expectativas en un tiempo social dado y, por consiguiente, cuál ha de ser la orientación del gobierno en sus leyes, programas y presupuestos. Pero, llegado el momento de actuar, para hacer que los mejores deseos y los más deslumbrantes proyectos se vuelvan hechos efectivos, es la administración especializada, organizada y sistemática la que debe tomar la delantera y la responsabilidad, no las opiniones parciales de voceros que politizan innecesariamente todas las situaciones ni el activismo de legisladores, cuyo propósito es tal vez quedar bien con sus electores o sus jefes de partido, ni los ciudadanos ansiosos de opinar y participar, pero que no están equipados con el conocimiento necesario ni disponen de tiempo para dedicarse cotidianamente al tratamiento de los asuntos públicos y a la atención de los multiformes problemas sociales.

En resumen, la doble distinción que bien o mal se pretende establecer entre política y administración, entre democracia y burocracia, quiere llamar la atención sobre el hecho de que la administración pública, en tanto administración, obedece a reglas propias: a la racionalidad técnica, que es la condición de eficacia de las acciones de gobierno y de factibilidad de los propósitos; a la división de trabajo colectivo como la condición de eficiencia y estandarización en el suministro de bienes y servicios públicos, y a la profesionalización de los comportamientos como la condición de un desempeño sistemático, previsible y eficaz.

Los gobiernos van y vienen; las elecciones periódicas son mutables en sus preferencias y resultados; las demandas sociales y los problemas públicos son tan cambiantes como la dinámica de la vida asociada, y las políticas públicas se modifican en sintonía con las variaciones de las circunstancias y demandas sociales. Sin embargo, lo que ha de ser permanente en todo Estado y en todo gobierno es la capacidad y destreza para saber encontrar o diseñar las cadenas de acciones que puedan llevar a efecto, con la mayor eficiencia posible, las situaciones colectivas deseadas, que constituyen los fines inalterables de todo Estado o los objetivos prioritarios de los gobiernos. La función necesaria, insustituible y digna de la administración pública consiste precisamente en crear las formas de organización y los procesos operativos que pueden causar los efectos deseados para la vida en común.

Esta idea de la racionalidad y eficiencia de la acción pública como lo esencial y distintivo de la administración pública se consolidó y se volvió casi una segunda naturaleza de la manera de pensar y actuar de teóricos y profesionales de la administración en el momento en que el Estado reconoció como su función pública propia la de impulsar el desarrollo económico de la sociedad nacional y la de hacerse cargo de la compensación, asistencia, promoción y seguridad social de los ciudadanos. Con el nacimiento del Estado social y con la aparición del Estado que se hace cargo del desarrollo nacional, el conjunto de las organizaciones que integran la administración pública crece, se torna más complejo, se especializa y se vuelve imprescindible, porque el Estado, en su nueva configuración, asume funciones que tienen que ver con la atención de problemas muy concretos, de dimensiones materiales y con indicadores de solución empíricos, factuales. Tales son, a manera de ejemplo, los problemas sociales relativos a servicios de salud, creación de infraestructura, alimentación, vivienda, conservación del ambiente natural, educación…, o problemas económicos relativos al crecimiento de la producción, contención de la inflación, equilibrio en la balanza de pagos… Se trata de problemas cuya solución resulta inviable si el Estado no incorpora en sus organizaciones y programas el conocimiento científico y tecnológico: la modelación causal de la realidad, los cálculos cuantitativos, las especialidades disciplinarias, etc. Si la operación del Estado de derecho exige aparatos coactivos y judiciales, respetuosos de las leyes y de los derechos de los ciudadanos, la operación del Estado social y promotor-regulador del desarrollo necesita administradores profesionales, expertos en ciencia y tecnología, capaces de resolver los problemas concretos de la vida asociada y las necesidades materiales de los sectores sociales vulnerables.

Más aún, el Estado social y desarrollador comienza obligadamente a cerrar la distancia entre políticos gobernantes y administradores técnicos, porque no es conveniente que a la cabeza del gobierno del Estado y al mando de sus dependencias y empresas públicas estén autoridades y directivos ayunos de todo conocimiento experto. Las nuevas tareas estatales de alcance económico y social conllevan decisiones que, si no integran modelos científicos y tecnologías, es muy probable que resulten equivocadas e ineficaces. Muchas de las polémicas bien o mal planteadas entre los políticos y los llamados “tecnócratas” reflejan el cambio político e institucional que en este siglo ha modificado las funciones y los alcances del Estado. Lo real es que las nuevas responsabilidades sociales y económicas de los gobiernos incluyen una dimensión imprescindible de cálculo técnico y, en consecuencia, alteraciones en la forma de ejercer el liderazgo político y un ensamblaje más sólido entre el político y el experto.

En los nuevos asuntos públicos, las posiciones políticas, la opinión pública y la participación ciudadana tienen sentido y son dignas de tomarse en consideración si no formulan sólo críticas que expresan inconformidades y disgustos o no proyectan únicamente objetivos deseables pero impracticables; sino que muestran también ser capaces de informarse y entrar en el meollo de las razones técnicas que orientaron las decisiones gubernamentales o puede sustentar que, en las condiciones de recursos públicos escasos y las diversas funciones públicas que deben satisfacerse, existen otras opciones de gobierno eficientes y eficaces que no desequilibran las finanzas públicas ni afectan la administración de otros asuntos con igual derecho a ser atendidos por el gobierno. Si las opiniones alternativas y las críticas no llegan a aterrizar con consideraciones técnicas de factibilidad y eficiencia, serán testimoniales, respetables y aun alertadoras sobre el estado de ánimo de los ciudadanos, pero no poseen el rango de argumentos con razones sólidas para desacreditar o cambiar las decisiones tomadas.

En el fondo, lo que en esta perspectiva administrativa se quiere afirmar implícita o explícitamente es que la democracia produce gobiernos legítimos con el derecho de tomar decisiones vinculatorias para toda la comunidad política; pero no produce de suyo gobiernos eficaces en sus decisiones, a menos que incorporen personal técnico especializado, administradores conocedores y expertos. La democracia se mueve en el plano de la voluntad política colectiva, no en el plano del conocimiento probado. Por ello, los gobiernos democráticos y sociales, en los que los ciudadanos son mucho más exigentes en su demanda de solución efectiva de los problemas y las necesidades que afectan al conjunto o a determinados sectores vulnerables, incorporan en forma creciente personal calificado con funciones de asesoría técnica y de gerencia administrativa. Una cosa es elegir gobiernos y programas de acción; otra, gobernar y administrar. Por consiguiente, fuera de argumentaciones valorativas y explicaciones generales, tiene poco sentido ofrecer evidencias y argumentos persuasivos al grueso del público ciudadano, desinformado o poco hábil para seguir o debatir el razonamiento tecnoeconómico que motiva y sostiene las decisiones gubernamentales. La evidencia más probatoria y el argumento más convincente es que ocurran en realidad los hechos que los demandantes esperan o desaparezcan en la medida de lo posible las situaciones que los ciudadanos consideran nocivas para sus vidas. Para ello, lo mejor es dejar trabajar en paz a la administración pública, dirían los administrativistas más radicales.


II

Al ámbito de las preocupaciones por la eficiencia de los gobiernos y de sus administraciones pertenecen dos corrientes disciplinarias y profesionales que han renovado en fecha reciente el entendimiento y la práctica de la administración pública: el análisis de políticas públicas y la gerencia pública. Esas dos tendencias, surgidas originalmente en el medio estadunidense e incorporadas en los últimos tiempos a nuestro medio, han tenido como propósito mejorar el desempeño del gobierno y su administración. El análisis de políticas ha concentrado su atención en el proceso de toma de decisiones del gobierno, mientras que la gerencia pública centra su interés en la dirección de las organizaciones públicas que se hacen cargo de llevar a efecto las decisiones de los gobiernos. En verdad, estas dos corrientes disciplinarias, no obstante sus diversos acentos teóricos, instrumentos metodológicos y aplicaciones profesionales, se empalman y correlacionan, pues ambas integran en su estudio los enfoques de la teoría de la decisión y la teoría de la organización. Por ejemplo, el estudio de las políticas públicas reactivó el interés teórico y profesional en las formas de organización de los gobiernos y en los aspectos de dirección y gerencia de las organizaciones cuando comenzó a dar importancia a los estudios de la implementación y evaluación de las políticas. Por otra parte, el estudio de la gestión pública entroncó con el análisis de políticas al poner el énfasis en los aspectos directivos más que en los operativos de la administración pública y, en consecuencia, en la calidad de las decisiones de los dirigentes del sector público.

Los excelentes trabajos de Giandomenico Majone se han realizado en el campo disciplinario del análisis de políticas públicas1 y han obtenido reconocimiento internacional porque, siendo un experto consumado en el manejo del instrumental cuantitativo y microeconómico del análisis, ha sabido reconocer sus limitaciones y ha propuesto con originalidad enfoques correctivos y complementarios al esquema racionalista dominante para estructurar y seleccionar las decisiones de gobierno.

En su tratamiento convencional, el análisis de políticas ha enfocado en forma sistemática el estudio de la toma de decisiones del gobierno a la luz del criterio imperativo de que han de ser decisiones correctas u “óptimas”, casualmente eficaces y económicamente eficientes en su producción de beneficios públicos para la comunidad. El enfoque dominante de la disciplina ha sido, entonces, “predecisional” y racionalista, en tanto que sigue normativamente el esquema de elección racional o de solución racional de problemas, cuyos pasos esenciales son: determinar el objetivo y ordenar las preferencias; indicar las opciones de acción que, por los medios que emplean y las consecuencias que ocasionan, se consideran idóneas para llegar al objetivo; comparar las opciones en términos de su eficiencia técnica y económica; elegir y poner en práctica la opción óptima eficiente; evaluar resultados, aprender y corregir. Para los conocedores no hay grandes novedades; es el esquema de “acción racional respecto de fines” (Weber); la racionalidad maximizadora del “hombre económico” (Simon); la racionalidad formal de cálculo medios-fines o causas-efectos, también llamada descriptiva o descalificadoramente “racionalidad instrumental” (Marcuse, Adorno), o “sinóptica-omnicomprehensiva” (Lindblom). Este esquema de análisis es la visión aceptada de la racionalidad práctica, la manera común de concebir la conducta de un actor racional o la gestión racional de una organización. Y es el modelo que campea en los programas universitarios de políticas públicas y en los análisis técnicos de los asesores profesionales de gobierno.

Sin embargo, casi desde el comienzo se alzaron voces que cuestionaron la utilidad y pertinencia de este modelo estrictamente racional en el campo de las decisiones públicas de gobierno, destacando que éstas ocurrían en un contexto político complejo, habitado por varios intereses en juego, correlaciones de fuerzas, oposiciones tenaces y puntos de vista discrepantes, interacciones, concesiones recíprocas y ajustes mutuos. En el fondo, se planteaba la pregunta acerca de si la racionalidad política o de gobierno podría reducirse sin más a la racionalidad técnica y económica, o si era algo más o algo de otro tipo. El debate en la literatura especializada es extenso y tomó diversas formas enfrentadas: “racionalistas” contra “incrementalistas”, “técnicos” contra “políticos”, “analistas” contra “interaccionistas”, análisis como “ciencia” contra análisis como “arte y artesanía”.2 Los que desde perspectivas politológicas y sociológicas se opusieron al formato racionalista del análisis de políticas, aceptado e impulsado por economistas, ingenieros de sistemas, matemáticos aplicados o administradores públicos gerencialistas, reivindicaron la naturaleza política del análisis y la decisión de políticas. Y entendieron la política en el marco teórico de la ciencia política (estadunidense) dominante, el pluralista o el neocorporativo, que describe y explica la política como balance entre las fuerzas de los intereses organizados, como la resultante de enfrentamientos y compromisos, conflictos y transacciones.

La originalidad del trabajo de Giandomenico Majone, que culmina en este libro, Evidencia, argumentación y persuasión en la formación de políticas, consiste en rescatar y destacar la dimensión política de las políticas, pero no en el sentido pragmático y realista del pluralismo y el neocorporativismo, sino en un sentido alternativo y superior, que me atrevería a llamar republicano. Su posición toma distancia del análisis convencional al afirmar que la política es más que la decisión y, por ende, exhibe los límites de cualquier estudio de las políticas que busque única y exclusivamente mejorar la eficiencia de esta última mediante un manejo perfecto de sus aspectos técnicos y económicos. Pero también se aleja inteligentemente de quienes en su afán de reivindicar el carácter político de la política pública siguen confundiéndola con la decisión de gobierno y entienden a ésta como la expresión práctica del equilibrio y punto de arreglo entre intereses privativos divergentes. Esta manera de reivindicar la política es parcial, discutible y débil, porque exagera su reacción hostil a la racionalidad tecnoeconómica de la decisión y, en su exageración, termina incorrecta y peligrosamente por renunciar a toda forma de racionalidad en la política, abandonándola al libre juego de intereses poderosos, a sus acomodos provisionales y a convertir estos equilibrios particulares en el fundamento de la estabilidad general de la comunidad política. Al reaccionar de esta manera, dan la razón a sus opositores racionalistas, quienes no aceptan que se desechen las decisiones de mayor beneficio y alcance colectivo y que éstas queden capturadas en las redes de los intereses creados; por tanto, tampoco están dispuestos a resignarse a que el gobierno, la política y la administración pública sean los territorios de la irracionalidad, a pesar de que los politólogos pluralistas y neocorporativos favorezcan implícita o explícitamente esta posición en sus estudios, al acentuar el peso de los intereses particulares sobre las razones públicas.

En contraste, Majone reivindica la política en las políticas, al mismo tiempo que recupera la racionalidad propia de la política. El peor rescate de la política es convertirla en acción irracional, como arena donde se enfrentan y pactan treguas las pasiones, los prejuicios e intereses particulares que no pueden ofrecer razones de su validez e importancia pública, en caso de que moldeen las políticas del gobierno. O convertirla en acción “racional” en un sentido menor, como el punto de equilibrio entre los fríos cálculos estratégicos de grupos de interés adversarios. Estas dos concepciones ignoran o menosprecian la racionalidad pública de la política, que rebasa tanto la racionalidad instrumental del análisis tecnoeconómico como la racionalidad estratégica de los arreglos de interés, siempre a punto de despeñarse en la irracionalidad convenenciera de algunos pocos poderosos a costa del conjunto de los ciudadanos y contribuyentes que integran la comunidad política. La tesis central de Majone es que la racionalidad política es una racionalidad comunicativa pública y no sólo estratégica y productiva, orientada simplemente al logro de metas y obtención de resultados.

Giandomenico Majone llega a este resultado en dos grandes pasos, mostrando primero que la política es más que la decisión de gobierno y argumentando después que toda política, para ser efectiva y pública, tiene una intencionalidad y agenda comunicativa. Lugar común es creer que la política es la decisión suprema de las autoridades legítimamente electas o designadas para conducir la comunidad política. Se olvida que la gran decisión está condicionada y limitada por las decisiones precedentes de múltiples actores gubernamentales, políticos y sociales, que en su interdependencia la preparan y configuran, la acotan o ensanchan. Asimismo, la gran decisión está condicionada y limitada en el momento de llevarse a la práctica por las decisiones posteriores de los actores diversos de la administración pública, los movimientos políticos de oposición y los individuos beneficiados o afectados por la política decidida. Mérito de la disciplina de políticas públicas, en deslinde y complemento de la visión institucional de la política como acto de autoridad, ha sido presentar en forma realista la política como un universo y nexo causal de decisiones sucesivas e interdependientes, anteriores y posteriores; por tanto, nos ha abierto los ojos para entender la política como un proceso decisorio complejo más que un acto de decisión único. Sin embargo, el eje permanente del análisis y diseño convencional de las políticas públicas sigue siendo la decisión de gobierno. En efecto, el análisis se ha caracterizado por ser esencialmente “predecisional” y su propósito disciplinario ha sido mejorar la calidad y la eficiencia de la decisión; mientras tanto, los estudios de la implementación y evaluación de políticas han puesto el acento en el momento “posdecisional”, en el sentido de que, al decidir, hay que considerar y anticipar las dificultades y complejidades que acarrea llevar a efecto lo decidido, a causa de la intervención de múltiples actores administrativos y políticos que por muy diversos motivos toman partido a favor o en contra de una política.

Majone quiere ir más allá, al hablar perspicazmente de políticas versus decisiones. Una política no es sólo una decisión; en su desarrollo, aquélla incorpora actividades posdecisionales, pero no sólo en el sentido necesario aunque insuficiente que destacan los estudiosos de la implementación y la evaluación, al subrayar la intervención de otros decisores. Majone entiende por “posdecisional” otra cosa; para él significa que, en el proceso de la política, hay algo más que decisiones; hay también actividades de argumentación explicativa (empírica) y justificatoria (valorativa) para ofrecer al público ciudadano las razones por las que un gobierno decidió hacer una cosa y no otra, al escoger ciertos objetivos, metas e instrumentos y no otros. Las decisiones colectivas, por lo menos en las democracias, requieren explicarse, argumentarse, difundirse entre el público y, además ser convincentes, tener la capacidad de replicar a sus opositores, vencer el escepticismo y despertar el consenso entre los ciudadanos.

Una política pública no cierra bien su proceso y ciclo, aun en el supuesto de que haya sido tecnoeconómicamente correcta y eficiente, si no se comunica oportuna y persuasivamente a ciudadanos, organizaciones y, por su importancia, a los medios de comunicación. Entonces, para ser eficaz, la política incluye una doble dimensión y tarea: ser capaz de resolver los problemas tecnoeconómicos que le plantea la realización de sus objetivos y tener la capacidad de solucionar los problemas de comunicación que le plantea el público ciudadano. Sigue así una doble lógica: la de la racionalidad instrumental y la de la racionalidad comunicativa, la razón técnica para poder cambiar las circunstancias de la realidad que los ciudadanos viven como negativa, y la razón dialógica para poder modificar las percepciones y apreciaciones de los ciudadanos sobre los resultados esperados o efectivos de la intervención del gobierno en la realidad social. Los argumentos que apoyan y hacen valer la decisión de gobierno pueden ser acaso innecesarios para diseñar y elegir una acción en lugar de otra; pero constituyen un elemento esencial de la decisión si ésta no quiere presentarse a los ojos de los ciudadanos, que tienen su propia información y valoración de las cosas, como algo caprichoso, infundado, autoritario o desconectado de la opinión y participación ciudadana.

Y Majone tiene razón. No se puede calificar estrictamente como pública una política gubernamental que de entrada se descalifique o boicotee por el conjunto o la mayoría de los ciudadanos, debido a que no están convencidos de los medios, agentes y fines del curso de acción decidido por el gobierno con el propósito de resolver los problemas y las demandas planteados por ellos. Las actividades de formación del consenso y de promoción de la confianza mediante la comunicación son así, en pleno derecho, componentes esenciales de la política. De esta manera, se introduce una racionalidad nueva, dialógica, que complementa y rebasa la llamada racionalidad instrumental, tan apreciada por el análisis convencional de políticas. El diálogo y la discusión abierta son elementos constitutivos de la elaboración de las políticas. Esto es lo propio e irrenunciable de los regímenes democráticos. Aquí, la elección y desarrollo de una política no resulta de un sofisticado cálculo tecnográfico o de una preferencia autocrática. Es, en cambio, producto de la discusión y persuasión recíproca de muchos actores políticos y gubernamentales, participantes en su formulación, aceptación y puesta en práctica.

En la tradición de Popper, Majone entiende la hechura de las políticas públicas como realidad y expresión del “gobierno por discusión”, que es característica esencial de la democracia. Con toda razón, considera que los asuntos públicos son muy rara vez frías cuestiones técnicas o sólo cuestiones apasionadamente valorativas. Los juicios de hecho y los juicios de valor se mezclan, las evidencias pueden contrastarse a partir de otros datos y se pueden cuestionar los argumentos desde otras referencias valorativas. Por consiguiente, se vuelve central el debate y la institucionalización de la discusión: la técnica de discurso crítico llamada “dialéctica”, que los griegos desarrollaron gracias a la práctica del gobierno mediante discusión de las ciudades-Estado (p. 40). A diferencia de las rigurosas argumentaciones lógicas y matemáticas, con criterios fuertes y precisos de prueba, las premisas de la dialéctica son puntos de vista razonables, conocidos y difundidos en la comunidad, y la conclusión a la que llegan “no es una prueba formal sino el entendimiento compartido del asunto en discusión” (p. 40). Es, clásicamente, un procedimiento de exposición y defensa de la propia opinión frente a las objeciones de los demás y, en consecuencia, contribuye a esclarecer y dimensionar las cuestiones en controversia y a depurar las razones que sustentan la propia posición; es asimismo un proceso de aprendizaje que, bajo la presión del diálogo, obliga a revisar, precisar y depurar los puntos de vista personales, a corregirlos y generalizarlos. La aspiración o el efecto de este proceso de diálogo argumentativo entre muchas voces y debates es transformar al hombre común en un ciudadano informado, activo en la deliberación pública o por lo menos atento a las opiniones que se vierten sobre los asuntos públicos y, de esta manera, lo dispone a entender y aceptar las políticas de gobierno y, en los casos mejores, a contribuir en su elaboración. “Una concepción dialéctica del análisis de políticas [significa que] en un sistema de gobierno que se guía por la deliberación pública, el análisis —aun el análisis profesional— tiene menos que ver con las técnicas formales de solución de problemas que con el proceso de argumentación” (p. 41).

El trabajo del analista es aportar evidencias y argumentos persuasivos en favor de una decisión, si es que se trata de políticas que han de desarrollarse realmente en una comunidad política y no sólo de buenas ideas de expertos sobre futuros sociales posibles. El análisis convencional puede operar tal vez bajo el supuesto de que un pequeño círculo de hombres deciden por sí mismos las políticas públicas y, por tanto, procede asesorarlos científicamente. Pero lo más probable en las democracias activas es que el proceso decisorio sea más complejo, abierto y controvertido, por lo que para llegar a decidir una política y sobre todo para desarrollarla operativamente con eficacia se exigirá el diálogo (directo con los interesados o entre especialistas y representantes de las organizaciones civiles y políticas en los medios de comunicación) para contrastar posiciones y compatibilizar diferencias mediante un intenso proceso de debate que depure y acerque los puntos de vista factuales y valorativos de sociedad y gobierno. En algunos casos se podrá desembocar en consensos; pero en otros habrá corrientes de opinión social favorable y de apoyo frente a las objeciones incancelables de expertos y de sectores sociales inconformes.

He aquí una de las principales razones por las que el análisis de políticas no puede reducirse a un simple y refinado ejercicio de costo-beneficio entre diversas opciones de acción en abstracto. Para Majone, una idea exclusiva o exageradamente economicista del análisis de políticas resulta inoperante en la mayor parte de los casos, aunque sea impecable en términos racionales. Esta racionalidad estricta puede no ser entendida y hasta ser objetada por los efectos que acarrea en la vida social, no importa que el rechazo se deba a ignorancia, prejuicio o insatisfacción emocional. Hay que explicar a los desinformados y persuadir a los rivales y escépticos para que la política pueda caminar, ser viable. Por tanto, los imprescindibles cálculos de eficiencia técnica y económica deben complementarse e integrarse con el análisis de factibilidad de las opciones y, sobre todo, con el de su factibilidad política. En los gobiernos democráticos, las libertades económica y política de individuos y grupos organizados condicionan y limitan el acto decisorio de gobierno. No toda política correcta tecnoeconómicamente es políticamente viable ni cuenta siempre con un alto grado de elegibilidad en un sistema político o de aceptación social en una circunstancia específica. Las restricciones de una decisión van más allá de la escasez de los recursos públicos, cosa que afortunadamente obliga a emprender cálculos finos de asignación racional y a estimar los beneficios y retornos en determinados periodos. Incluyen también limitaciones constitucionales y reglamentarias, condicionamientos políticos provenientes de correlaciones de fuerza adversas y reticencias e inercias administrativas. Hay políticas pensables, pero que son constitucionalmente prohibidas, políticamente impracticables o imposibles de implantar desde el punto de vista administrativo. De aquí la necesidad y preponderancia del análisis de factibilidad. No siempre lo deseable es factible. Esto ocurre en la vida privada, como lo muestran nuestras biografías, y en la vida pública, agitada por la oposición, la libertad y la diferencia.


Desafortunadamente, el análisis de factibilidad no siempre se toma en serio. Los analistas de políticas se ocupan de manera explícita de unas cuantas limitaciones que se pueden medir con facilidad, como las restricciones técnicas o presupuestarias, pero tienden a tratar las restricciones políticas e institucionales, si acaso, como aclaraciones o salvedades de último minuto que se agregan como apéndices a una estructura analítica ya establecida (p. 109).



En esta inteligente perspectiva de racionalidad limitada y de elección restringida del gobierno, el sentido del análisis es la construcción y ponderación de opciones complejas de acción, que no privilegien exageradamente (abstractamente) uno de los componentes de la política pública. La norma del análisis sería armar y examinar opciones de acción que, según el problema a tratar, incluyan y jerarquicen los diversos aspectos legales, políticos, organizacionales, económicos, administrativos, tomando en cuenta de manera sistemática sus respectivas características y restricciones, sin importar que varias de éstas no puedan expresarse en términos cuantitativos ni procesarse a través de modelos. Obviamente, las limitaciones con las que una política choca tampoco deben considerarse fatalidades insuperables. Por lo general, la política es la estrategia de acción colectiva que permite a una sociedad recorrer las fronteras de lo socialmente posible, al remover en forma progresiva obstáculos y ataduras del pensar y del hacer social.

Reconocer la existencia de restricciones, en el sentido preciso de condiciones que limitan la libertad de elección del policymaker, es algo saludable en sistemas políticos en los que se cree que el gobierno puede hacer y lograr todo y se llega hasta desear gobiernos fuertes con gran libertad de acción: un gobierno libre y activo frente a una sociedad pasiva y achicada. Sin embargo, en los hechos, ni la política ni el gobierno son empresas de libertad absoluta, irrestricta. Los gobiernos no operan en el vacío. Enfrentan límites legales, políticos e informativos; actúan con recursos públicos escasos y por medio de burocracias que tienen sus propias inercias e intereses; están sujetos a condicionamientos internacionales, a la presión de poderosos grupos de interés y a la crítica de las organizaciones políticas de oposición. Son precisamente las restricciones que pesan en la elección de las políticas públicas las que ocasionan que se valore en el análisis de políticas la factibilidad más que la optimización; ¿cuál es la mejor vía de acción para un problema público bajo las restricciones que afectan su tratamiento?; ésta es la pregunta correcta a la que debe responder el analista de políticas.

En polémica frecuentemente improductiva con los economicistas (no economistas) que en sus análisis tienden a no destacar los límites constitucionales, políticos y administrativos de las opciones de política, se discute si el análisis de políticas debe tomar en consideración o no la cuestión de la factibilidad política de una determinada política pública. Algunos insisten en que el análisis, fiel a su propósito racionalizador del gobierno, debe reducirse a indicar la vía de acción “Pareto óptima” o “Pareto eficiente”, descartando como digno de estudio cualquier examen de su factibilidad política, porque esto significaría reintroducir la irracionalidad en el gobierno del Estado. Es racionalmente injustificable, indefendible, elegir opciones de reglamentación o de asignación de recursos que sean comparativamente menos eficaces para alcanzar los resultados colectivos esperados, pero que pueden ser aceptadas por aliados u opositores políticos. No hay modo de argumentar con buenas razones que, por motivos de previsible derrota electoral, afectación de alianzas o favorecimiento de amigos, se deben descartar políticas que alcanzarían mejores resultados en la atención de algún asunto público. En contraste, la posición familiar a los analistas racionales afirma que, cuando se enfrentan límites legales que impiden la elección de la política tecnoeconómicamente eficiente, lo que la racionalidad indica es desregular y reformar leyes y reglamentos. Y cuando se enfrentan restricciones políticas, hay que tener la entereza y responsabilidad de llevar a cabo las políticas comparativamente óptimas, venciendo los obstáculos que le cierran el paso mediante las actividades propias de la interlocución política.

La justa reivindicación de la naturaleza pública de las políticas gubernamentales y de la necesidad del análisis racional ha sido la reacción a una historia de decisiones errática e inconcluyente, en la que caen los gobiernos prisioneros de poderosos grupos de interés, los cuales puntualmente esterilizan todo diseño de política que afecte sus intereses y privilegios en detrimento del conjunto ciudadano. Por su parte, otros insisten con diversos argumentos en que una visión económica unilateral del análisis se basa en una idea muy optimista de los alcances reales de la eficiencia económica para el bienestar y la estabilidad general de la sociedad en su conjunto. La regla racional de escoger las opciones de acción según el orden descendente de opción óptima, opción eficiente y opción factible se basa en el supuesto de que es posible construir una función de bienestar general para el asunto en cuestión. Sin embargo, Majone afirma y demuestra que esto no siempre es posible; entonces, no se ve por qué la opción eficiente deba considerarse sin más superior a la factible. Más aún, como ocurre con frecuencia, muchas decisiones públicas gubernamentales se toman con el fin de corregir los muchos arreglos ineficientes de la distribución social de los beneficios públicos y para acercarse a una distribución eficiente y equitativa. Ahora bien, estas decisiones de transición no podrán ser por definición Pareto-eficientes. Algunos miembros tendrán que ser afectados en su utilidad sin manera de ofrecerles políticas de compensación. Seguir la eficiencia colectiva, en el sentido paretiano de que nadie resulte afectado negativamente, aunque algunos pudieran resultar favorecidos, puede ser una forma cuestionable de mantener la distribución desigual y acaso de agudizarla en circunstancias de profunda desigualdad y marginación social. Si las políticas de gobierno no tienen el propósito de cerrar las brechas de la desigualdad, es difícil otorgarles la calidad de públicas. Y en este campo la factibilidad política es el imperativo y el método que debe seguirse.

Dos son las contribuciones principales de Giandomenico Majone en su ensayo: el argumento en favor de la validez del análisis de factibilidad política en el momento “predecisional” y la reivindicación de la necesidad de comunicación pública racional y convincente en el momento “posdecisional” de la política. En ambas, no se extingue ni el imperativo racional ni el componente político de las políticas públicas. El análisis de factibilidad no es un homenaje a las barreras que levantan sin razones los intereses políticos en juego, sino el ejercicio prudente de ubicar el razonamiento técnico y económico del gobierno en el marco de las circunstancias concretas y cambiantes de la vida política, que ponen límites y restricciones a la elaboración y viabilidad de la política pública. Es la conciencia de la “racionalidad limitada” en el desarrollo de la política. La exigencia de que la política sea presentada, explicada y justificada ante los ciudadanos y las organizaciones interesadas en ella destaca su carácter político inherente, en la medida en que acentúa la necesidad de comunicarse y ofrecer razones como la condición de su aceptación o, por lo menos, la condición para que no provoque un repudio general que la haga naufragar. Es la conciencia de la política como ejercicio republicano y democrático de comunicación racional entre gobierno, sociedad política y sociedad civil.
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